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  SALA LABORAL

      PEREIRA - RISARALDA


Demandante: Carlos Andrés Vega Ortiz.


Demandado: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 


-----------------------------------------------------------------------------


MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Risaralda, noviembre veinte [20] de dos mil ocho [2008]. 

Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Carlos Andrés Vega Ortiz en contra del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural que pretende la protección del derecho fundamental de Petición.

El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. PETICIONES (fl.  3)

“Teniendo en cuenta lo anterior, le solicito respetuosamente señor juez, que tutele y garantice el Derecho Constitucional de Petición:
1. El señor Andrés Felipe Arias Leiva, actual Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural o quien haga sus veces y por lo tanto ordene al mencionado ente me responda de manera inmediata mi comunicación de fecha 20 de junio de 2.008.

2.  Se ordene investigar disciplinariamente al señor Andrés Felipe Arias Leiva, según lo establecido en el articulo 35 No.8 de la ley 734 de 2.002.”

II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Carlos Andrés Vega Ortiz, identificado con la cédula de ciudadanía N° 7.696.696 expedida en Neiva, domiciliado en el Municipio de Dosquebradas, donde reside en la Urbanización Reservas de Milán Torre B, apartamento 401.
III. AUTORIDAD ACCIONADA

Lo constituye el MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL, representado por el doctor ANDRÉS FELIPE ARIAS LEIVA, o por quien haga sus veces.

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela del derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política.
V. ANTECEDENTES

Manifiesta el accionante que el 20 de junio de la presente anualidad presentó derecho de petición dirigido al señor Presidente de la República, al Procurador General, al Contralor General y al señor Ministro de Agricultura, recibiendo respuesta de todas las entidades excepto del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, omisión que constituye una falta disciplinaria según lo establecido en el artículo 35 N° 8 de la Ley 734 de 2002.
VI. RESPUESTA DE LA AUTORIDAD ACCIONADA

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, a través del Jefe de la Oficina Jurídica presentó contestación donde manifiesta que del derecho de petición alegado por el accionante fue debidamente contestado por el Instituto de Desarrollo Rural – INCODER- y la Unidad Nacional de Tierras Rurales – UNAT, una vez remitidos por esa cartera ministerial para ser contestados por ser competencia de estas últimas entidades, las que respondieron el día 15 de julio de 2008, en virtud, se reitera, de las comunicaciones remitidas por ese Ministerio y por la Presidencia de la República. Por lo tanto, solicita desestimar las pretensiones de esta acción por estar frente a un hecho superado o frente a una carencia actual de objeto, dada la respuesta otorgada al accionante desde el 15 de julio de 2008. Para tal efecto anexa copia de los oficios N° 9085 y 9086, mediante los cuales se remitió el derecho de petición al INCODER y a la UNAT, entidades que ofrecieron oportuna respuesta.
VII. CONSIDERACIONES
El artículo 86 de la Constitución Política consagra la Acción de Tutela para que cualquier persona pueda reclamar la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.
Se trata de intentar obtener una orden judicial de cumplimiento inmediato  para la defensa de los derechos fundamentales, a través de un procedimiento preferente y sumario, que puede ser ejercido siempre que no exista otro mecanismo de defensa o como transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Significa lo anterior que la tutela no es propiamente una acción alternativa o sucedánea de las demás acciones sino un mecanismo de protección judicial al que se debe acudir al no existir otra vía para obtener la protección del derecho constitucional conculcado o amenazado y desde luego valorando su eficacia en cada caso, porque dado su carácter de procedimiento preferente y sumario podría llegarse al absurdo de considerarlo el más idóneo de todos, sustituyendo a todas las acciones precisamente por la rapidez con la que debe resolverse y ese desde luego no fue el propósito del Constituyente. 

Así entonces, es de entender que es una acción excepcional y un remedio único para salvaguardar derechos fundamentales pero no una vía procesal concurrente con otros medios, a la cual puedan acceder las personas ad libitum y según las conveniencias del momento.

El derecho de petición se encuentra contemplado en la Constitución Política, en el artículo 23 así: 
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

“El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”

Por su parte, el artículo 6º del Decreto 01 de 1984, inserido en el capítulo sobre “derecho de petición en interés general”, es aplicable al caso sometido a estudio del Despacho por permitirlo así el artículo 9° del mismo CCA, ya que se trata de una petición en interés particular. El primero de los mencionados preceptos dispone que las peticiones se resolverán o contestarán dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo y aquí está acreditado con suficiencia que la petición se remitió el día 20 de junio de la presente anualidad, por lo que contando los días hábiles transcurridos desde entonces nos arroja un guarismo que supera ampliamente esa cantidad al momento de formularse la acción de amparo. 
No encuentra por lo tanto esta Sala superado el hecho que generó la acción aquí discutida, por cuanto el interesado no ha sido notificado de respuesta de fondo proveniente de la entidad accionada, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, como exigencia para el cumplimiento del derecho. Y es que la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de responder. Lo que quiere decir que si se presenta una petición y el funcionario se percata que la Entidad no tiene competencia para darle respuesta, éste deberá de manera inmediata remitirla a la que considere competente, informado al peticionario de dicha actuación, y pidiéndole a la Entidad a la que remite, que una vez se tenga una respuesta de fondo se envíe copia de la misma, con el fin de realizar el seguimiento correspondiente.  
En este caso, es evidente, que el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, ni siquiera dirigió al accionante comunicación en la que indicará los trámites efectuados a efecto de dar respuesta a la petición del 20 de junio de 2008, como por ejemplo su remisión al Instituto de Desarrollo Territorial – INCODER, y a la Unidad Nacional de Tierras Rurales – UNAT, para que estos se encargaran de otorgar la respectiva respuesta, pues de lo contrario, en el escrito de contestación de la presente acción, hubiera anexado además de esos oficios, el oficio mediante el cual indicara al accionante la suerte que había corrido su petición, de igual manera, tampoco se aportó copia de la respuesta otorgada al peticionario por las entidades mencionadas, de lo cual se concluye que no existen porque no se dio respuesta al derecho de petición de que trata la presente acción, luego no se entiende el argumento según el cual un oficio remitido por competencia a otras entidades pueda satisfacer el núcleo esencial del derecho de petición, cuando no hay prueba por lado alguno que ese mecanismo haya generado respuesta al petente, en tal sentido, lógico es concluir que si quien requiere la información no la conoce no se pueda alegar la configuración de un hecho cumplido.

Es preciso que las diferentes dependencias de la Entidad tomen conciencia de la importancia del derecho de petición, ya que su núcleo esencial no solo consiste en la posibilidad de acudir ante el funcionario y obtener pronta resolución de la solicitud que se formula, sino que la falta de respuesta o la resolución tardía de esta, se erigen en formas de  violación de tal derecho fundamental que, por lo mismo, son susceptibles de ser invocadas mediante el uso de la acción de tutela, expresamente consagrada para la defensa de esta categoría de derechos. 
La eficacia de los derechos consiste en que quien es titular de los mismos los pueda ejercer y disfrutar, pero cuando se da con motivo de un derecho de petición una respuesta inocua o cuyo contenido es desconocido por el interesado, no es eficaz tal derecho y por lo tanto se entiende vulnerado por quien ha impedido su ejercicio en debida forma.
 

En la Sentencia T-957 de 2004 se sostuvo que el derecho de petición conlleva resolver de fondo la solicitud y no solamente dar respuesta formal. Al respecto manifestó la Corte:

“la Corte Constitucional se ha pronunciado en numerosas oportunidades sobre el contenido y el alcance generales del derecho de petición, en virtud del cual toda persona puede presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, y obtener una pronta resolución. Según se ha precisado en la doctrina constitucional, esta garantía constitucional “consiste no sólo en el derecho de obtener una respuesta por parte de las autoridades sino a que éstas resuelvan de fondo, de manera clara y precisa la petición presentada”. Asimismo, tal respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible, “pues prolongar en exceso la decisión de la solicitud, implica una violación de la Constitución”. 

Es por ello que al dar respuesta a una petición esta se deberá realizar de la manera más clara posible, las evasivas, las dilaciones, las confusiones, escapan al contenido del artículo 23 de la Constitución. 
Es que en el marco del derecho de petición, sólo tiene la categoría de respuesta, aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado, presupuestos que no fueron considerados por el accionado.
Por lo tanto, procede la protección del derecho fundamental de petición en cabeza del señor Carlos Andrés Vega Ortiz, en el sentido de ordenar al accionado, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, expedir respuesta de fondo dirigida al accionante y notificarla en la forma en que se dispondrá en la parte resolutiva.
En relación a la petición de ordenar sancionar al doctor Arias Leiva, se recuerda que la naturaleza de esta acción de amparo es la protección efectiva de los derechos fundamentales, que además como se mencionó precedentemente es de carácter residual, por lo que, si el actor busca obtener una sanción por una posible falta disciplina, tiene otro mecanismo, como lo es, acudir ante la entidad competente y formular directamente la queja, razón suficiente para denegar la prosperidad de la presente acción frente a esta solicitud.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y de la Constitución,

VIII. FALLA
1. TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Carlos Andrés Vega Ortiz.

2. ORDENAR al doctor Andrés Felipe Arias Leiva, en calidad de Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, o a quien haga sus veces, expedir respuesta de fondo al derecho de petición presentado por el señor Carlos Andrés Vega Ortiz el día 20 de junio de 2008 y notificarla, todo lo cual debe realizar en un término máximo de cinco (5) días hábiles contados desde el siguiente a la notificación del presente fallo.
3. Se deniega la acción en lo atinente a la solicitud de ordenar investigar disciplinariamente al señor Ministro de Agricultura.

4.  Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

5. El desacato a lo aquí dispuesto se sancionará en los términos del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991.

6. La presente sentencia puede impugnarse ante la H. Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

7. En caso de no ser impugnado este fallo remítase junto con el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE

Secretaria
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